
 
 
 
SENTENCIA DEL 14 DE SEPTIEMBRE DE 2022, NÚM. SCJ-PS-22-2686
 
Sentencia impugnada:Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación de Santo
Domingo, del 19 de diciembre de 2019.
 
Materia:Civil.
 

 y 
 
Abogado:Dr. Jorge Henríquez.
 
Recurridos:Seguros Banreservas, S. A. y 
 
Abogado:Lic. Práxedes Francisco Hermón Madera.
 
Jueza ponente: Mag. Pilar Jiménez Ortiz.
 
Decisión: Casa.
 
 
 
EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA
 
La PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, competente para conocer de los recursos de
casación en materia civil y comercial, regularmente constituida por los jueces Pilar Jiménez Ortiz, presidente,
Justiniano Montero Montero, Samuel Arias Arzeno, Vanessa E. Acosta Peralta y Napoleón Estévez Lavandier,
miembros, asistidos del secretario general, en la sede de la Suprema Corte de Justicia, ubicada en Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, en fecha 14 de septiembre del 2022, año 179° de la Independencia y
año 160° de la Restauración, dicta en audiencia pública, la siguiente sentencia:
 
En ocasión del recurso de casación interpuesto por  y 

 titulares de las cédulas de identidad y electoral núms.  y 
respectivamente, domiciliados y residentes en la  Buenos Aires de Herrera, municipio Santo
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Domingo Oeste, provincia Santo Domingo; quienes tienen como abogado constituido y apoderado especial al
Dr. Jorge Henríquez, titular de la cédula de identidad y electoral núm.  con estudio profesional
abierto en la   municipio Santo Domingo Este, provincia Santo
Domingo y domicilio ad hoc en la   de esta
ciudad.
 
En este proceso figura como parte recurrida Seguros Banreservas, S. A., empresa constituida y organizada de
conformidad con las leyes de la República Dominicana, con su domicilio social establecido en la 

  municipio Santo Domingo Oeste, provincia Santo Domingo y 
 domiciliada y residente en la  

 municipio Santo Domingo Este, provincia Santo Domingo; quienes tienen como abogado
constituido y apoderado especial al Lcdo. Práxedes Francisco Hermón Madera, titular de la cédula de identidad
y electoral núm.  con estudio profesional abierto en la  

 de esta ciudad.
 
Contra la sentencia civil núm. 1499-2019-SSEN-00482, dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil y
Comercial de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo, en fecha 19 de diciembre de
2019, cuyo dispositivo copiado textualmente dispone lo siguiente:
 
Primero: Rechaza, en cuanto al fondo, el recurso de apelación incoado por los señores  y

 en contra de la sentencia civil No. 1289-2019-SSENT-00119 de fecha 05
de junio del año 2019, dictada por la Quinta Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, que rechazó la demanda incoada por los primeros, a favor de
la señora  y la entidad Seguros Reservas, S.A., por los motivos señalados.
Segundo: Confirma la sentencia impugnada, por los motivos dados por la Corte. Tercero: Condena a los señores

 y  al pago de las costas del procedimiento,
disponiendo su distracción a favor y provecho del Licdo. Práxedes Francisco Hermón Madera, abogado que
afirma haberlas avanzado en su totalidad.
 
VISTOS TODOS LOS DOCUMENTOS QUE REPOSAN EN EL EXPEDIENTE:
 
A) En el expediente constan depositados: 1) el memorial de casación de fecha 22 de enero de 2020, en el cual la
parte recurrente invoca sus medios contra la sentencia impugnada; 2) el memorial de defensa de fecha 4 de
febrero de 2020, donde la parte recurrida invoca sus medios de defensa; y 3) el dictamen de la procuradora
general adjunta,  de fecha 7 de octubre de 2020, donde expresa que deja al criterio de esta
Suprema Corte de Justicia la solución del presente recurso de casación.
 
B) Esta sala, en fecha 25 de mayo de 2022, celebró audiencia para conocer del indicado recurso de casación, en
la cual estuvieron presentes los magistrados que figuran en el acta levantada al efecto, asistidos del secretario y
del ministerial de turno; a la indicada audiencia comparecieron ambas partes instanciadas y la procuradora
general adjunta, quedando el asunto en fallo reservado.
 
LA PRIMERA SALA, DESPUÉS DE HABER DELIBERADO:
 
1)En el presente recurso de casación figura como parte recurrente  y 
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 y como parte recurrida Shinara  y Seguros Banreservas, S. A. Del
estudio de la sentencia impugnada y de los documentos a que ella se refiere, se verifica lo siguiente: a) en fecha
5 de diciembre de 2017 ocurrió una colisión entre el vehículo tipo automóvil, marca Kia, modelo Picanto, color
rojo, placa núm.  conducido por  propiedad de 

 y una motocicleta modelo AX100, color negro, placa núm.  conducida por 
 quien resultó lesionado conjuntamente con su acompañante, 

 b) a consecuencia de dicho accidente,  y 
incoaron una demanda en reparación de daños y perjuicios contra  en su
condición de propietaria del vehículo, con oponibilidad a la entidad Seguros Banreservas, S. A., de la cual
quedó apoderada la Quinta Sala de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia de la
Provincia Santo Domingo, la que mediante sentencia civil núm. 1289-2019-SSENT-00119 de fecha 5 de junio
de 2019, rechazó la demanda por carecer de elementos probatorios; c) la indicada decisión fue recurrida en
apelación por los demandantes primigenios, recurso que fue rechazado por la corte a qua, mediante la sentencia
ahora impugnada en casación, la cual confirmó la sentencia apelada, pero sustituyendo los motivos.
 
2)La parte recurrente invoca los siguientes medios de casación: primero: desnaturalización de los hechos de la
causa, al no darle su sentido y alcance; falta de base legal y violación a las garantías de los derechos
fundamentales; segundo: desnaturalización de las pruebas presentadas al debate por la parte recurrente.
 
3)En el desarrollo del primer aspecto de los medios de casación planteados, reunidos para su examen por estar
estrechamente vinculados, la parte recurrente indica, en esencia, que la corte a qua estaba en el deber de
responder las conclusiones formuladas en lo relativo al fondo de la demanda, fundamentada desde el principio
en “la responsabilidad civil del guardián de la cosa (artículo 1383 del Código Civil dominicano)”. Que el
artículo 1383 del Código Civil establece una “presunción de responsabilidad del guardián”. También alega la
parte recurrente que la corte no justificó su decisión de rechazar la demanda, sino que tan solo argumentó que el
conductor del vehículo debió ser instanciado, sin embargo, la demanda no fue incoada en contra del conductor.
 
4)La parte recurrida en defensa de la sentencia impugnada sostiene, en síntesis, que correspondía a los
recurrentes probar todos y cada uno de los elementos concurrentes del indicado accidente en el proceso de que
se trata, a fin de demostrar que los daños sufridos por ellos comprometía su responsabilidad civil, hechos y
circunstancias que no fueron probados, pretendiendo los recurrentes que tanto el tribunal de primer grado, como
la corte a qua lo suplieran de oficio, situación esta imposible de pretender. Que la corte a qua dictó una
sentencia acorde y apegada a las normas legales vigentes que rigen la materia.
 
5)Del estudio del fallo impugnado se advierte que los ahora recurrentes incoaron una demanda en procura de la
reparación de los daños y perjuicios recibidos como consecuencia de un accidente de tránsito presuntamente
causado por el conductor del vehículo propiedad de  por lo que los
demandantes emplazaron a esta última para que los indemnizara por su responsabilidad civil, con oponibilidad a
la entidad aseguradora, Seguros Banreservas, S.A.
 
6)En ese sentido, es oportuno indicar que la jurisprudencia pacífica de esta sala ha establecido en reiteradas
ocasiones que el régimen de responsabilidad civil más idóneo para garantizar una tutela judicial efectiva en los
casos particulares de demandas que tuvieron origen en una colisión entre dos o más vehículos de motor y que
son interpuestas por uno de los conductores o pasajeros del vehículo contra el conductor o propietario del otro
vehículo, es el de la responsabilidad delictual o cuasidelictual por el hecho personal, instituida en los artículos
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1382 y 1383 del Código Civil, y del comitente por los hechos de su preposé, establecida en el artículo 1384 del
mismo Código, según proceda.
 
7)Tal criterio está justificado en el hecho de que en esa hipótesis específica han intervenido dos vehículos que
son igualmente causantes de riesgo en el hecho generador y por lo tanto no es posible asegurar una buena
administración de justicia y atribuir con certeza la responsabilidad del accidente a uno de ellos, sin que los
tribunales aprecien la manera en que ocurrieron los hechos y establezcan cuál de los conductores o propietarios
implicados cometió una falta que aumentó el riesgo implicado en el tránsito de dichos vehículos de motor por la
vía pública y definitivamente causó la ocurrencia de la colisión en el caso específico.
 
8)En tal virtud, al haber sido emplazada la señora  en su condición de
propietaria del vehículo envuelto en el accidente, lo procedente era la aplicación de la responsabilidad civil del
comitente por el hecho de su preposé, establecida en el artículo 1384, párrafo III, del Código Civil dominicano,
el cual establece lo siguiente: “No solamente es uno responsable del daño que causa un hecho suyoLos amos y
comitentes, lo son del daño causado por sus criados y apoderados en las funciones en que estén empleados”.
 
9)Ha sido juzgado por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia, que para que se configure la
responsabilidad del comitente por el hecho de su preposé es necesario que el demandante pruebe: a) la falta
personal cometida por el tercero de quien se debe responder; b) la existencia de una relación de comitencia entre
el preposé y la persona demandada en responsabilidad civil; c) que el preposé haya cometido el hecho
perjudicial actuando bajo el mandato del comitente; d) el daño causado; y e) el vínculo de causalidad entre la
falta cometida y el daño causado.
 
10)En el caso en concreto, del estudio de los actos de emplazamiento contentivos de la demanda original en
reparación de daños y perjuicios y del recurso de apelación que apoderaban a la corte a qua, se advierte que los
demandantes no fundamentaron su acción tan solo en la responsabilidad civil de la cosa inanimada (régimen
que contrario a lo expresado por los recurrentes no se encuentra fundamentado en el artículo 1383 del Código
Civil). En efecto, del estudio de los actos mencionados se constata que los señores 

 y  interpusieron su acción en reparación de daños y perjuicios exponiendo
que en fecha 5 de diciembre de 2017 se produjo una colisión entre ellos y el vehículo conducido por 

 el cual era propiedad de  indicando que esta, como
propietaria del vehículo en cuestión, comprometía su responsabilidad civil. Además de explicar los hechos, los
demandantes originales hicieron alusión al artículo 1383 del Código Civil (que establece la responsabilidad civil
personal cuasidelictual), al artículo 124 de la Ley 146-02, sobre Seguros y Fianzas de la República Dominicana
(que fundamenta la responsabilidad civil del comitente por los hechos de su preposé, establecida en el artículo
1384.3 del Código Civil), y la Ley núm. 492-08 (que robustece la responsabilidad civil del guardián de la cosa
inanimada establecida en el artículo 1384.1 del Código Civil).
 
11)No obstante lo anterior, la alzada decidió rechazar la demanda original, indicando que los demandantes
habían sustentado su demanda -únicamente- en la responsabilidad civil contenida en el artículo 1383 del Código
Civil, que establece que cada cual es responsable del perjuicio causado, no solamente por un hecho suyo, sino
también por su negligencia o su imprudencia, “citando exclusivamente a la propietaria del vehículo, señora

 y a la entidad aseguradora, no así al señor 
conductor del vehículo en cuestión. Que habiéndose fundamentado la acción en la responsabilidad civil por el
hecho personal, debió haber sido puesto en causa al conductor del vehículo que alegadamente causó los
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dañosimposibilitando a esta Corte determinar la procedencia del recurso, cuando la orientación jurídica de su
acción es por el hecho personalno así por el guardián de la cosa o por el comitente preposé, que en este caso
sería la señora 
 
12)En relación al argumento central de la parte recurrente, en el sentido de que la alzada debió dar respuesta al
fundamento de su demanda, es oportuno indicar que conforme enarbola el principio iura novit curia -el derecho
lo conoce el juez-, corresponde a los jueces conceder al litigio la calificación que en derecho proceda y sea
pertinente, sin detenerse en la denominación que las partes les hubiesen dado; máxima jurídica que, aun cuando
es de linaje francés adoptada en el código procesal que lo rige, ha sido reconocida por el Tribunal
Constitucional dominicano al establecer que en aplicación de dicho principio “corresponde a las partes explicar
los hechos al juez y a este último aplicar el derecho que corresponda”.
 
13)En torno al principio citado, ha sido juzgado por esta Corte de Casación que este tiene la limitante de que el
juez de fondo debe otorgar a las partes la oportunidad de defenderse en audiencia pública con relación a la
nueva calificación jurídica, lo que se cumple, por ejemplo, (i) cuando el tribunal apoderado hace la advertencia
a las partes de que la calificación jurídica en que fue sometida la demanda podría ser variada, (ii) cuando las
partes hacen valer en su acto de demanda textos legales que hacen referencia a distintos regímenes de
responsabilidad y (iii) cuando un primer órgano apoderado realiza el cambio de calificación jurídica y la parte
condenada hace valer una vía recursiva, en la que tiene la oportunidad de referirse al cambio de calificación.
 
14)De su lado, la doctrina ha señalado que con arreglo al principio iura novit curia, es el juez, como titular de la
potestad jurisdiccional, el que tiene el poder-deber de proporcionar el derecho aplicable al proceso, con
prescindencia de la respectiva invocación de las partes conforme a las pretensiones planteadas. Este principio se
funda, como se ha mencionado, en la presunción lógica de que el juez está capacitado e instruido para conocer
el derecho y, en consecuencia, no se encuentra vinculado por las calificaciones de las partes, salvo el límite de
respetar el principio de congruencia. Asimismo, el principio de iura novit curia es un principio general del
derecho, por el cual los jueces se encuentran obligados a aplicar, en los procesos judiciales, las normas
respectivas si no han sido invocadas por las partes procesales.
 
15)Sobre si el principio iura novit curia constituye una facultad o un deber que se impone a los jueces del fondo,
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia se ha mostrado ambivalente respecto al carácter de la función
del juez de fondo emanada de este principio, indicando esta Corte de Casación en algunas ocasiones que se trata
de una facultad, en otras decisiones que es un deber u obligación, y en otras incluso que se trata de una facultad
y un deber. Veamos: a) “en aplicación del principio iura novit curia (el derecho lo conoce el juez) los jueces de
fondo cuentan con la facultad de variar la calificación jurídica otorgada por las partes en su demanda”; b) “los
principios generales del derecho que rigen en materia civil reconocen que el juez tiene la obligación de resolver
los litigios que son sometidos a su consideración, conforme a las leyes que rigen la materia, aun cuando la
aplicación de estas leyes no hubiere sido expresamente requerida por las partes, en aplicación del principio
“Iura Novit Curia”; y c) “Esta Corte de Casación también ha sido de criterio de que en virtud del principio iura
novit curia, la doctrina y la jurisprudencia han reconocido a los jueces la facultad y el deber de resolver el litigio
conforme a las reglas de derecho que le son aplicables, aun cuando deban restituir su verdadera calificación a
los hechos y actos litigiosos sin detenerse en la denominación que las partes le hubieran dado y a pesar de que
su aplicación haya sido expresamente requerida”.
 
16)Sin embargo, resulta ser que ambas naturalezas (de facultad y deber) son excluyentes recíprocamente, puesto
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que si se tratase tan solo de una faculta del juzgador, el ejercicio de esta necesariamente debe quedar supeditada
a su poder soberano, escapando por tanto de la casación aquellas decisiones en donde el tribunal decida no
ejercer dicha prerrogativa; mientras que si se trata de un deber u obligación, el juzgador está obligado a hacer
uso de esta función cada vez que sea manifiesta la necesidad de aplicar a los hechos narrados la norma que en
derecho les corresponda.
 
17)A raíz de lo anterior, luego de realizar un análisis minucioso sobre la naturaleza de este principio y sus
consecuencias jurídicas, de cara a una correcta ponderación de los hechos presentados por las partes y, por
tanto, una mejor y adecuada administración de justicia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia
concluye que no se trata de una facultad, supeditada a la voluntad soberana del juez que discierne en cuáles
casos aplica la norma correcta a los hechos invocados y en cuáles no; sino que es un deber u obligación que se
impone al juzgador de aplicarle a los hechos expuestos y demostrados por las partes los textos legales
pertenecientes al ordenamiento jurídico para hacer una correcta subsunción que tenga como resultado una
decisión lo más apegada posible a la norma jurídica y al principio de legalidad.
 
18)Lo anterior responde a la observancia de una tutela judicial efectiva, en el entendido de que si los hechos
fueron correctamente planteados y debidamente acreditados, no puede el juez rehusarse a juzgarlos y limitarse a
rechazar la demanda porque se invocó un texto legal, figura jurídica o un tipo de responsabilidad que no era
aplicable en el caso, siendo por tanto un deber del juzgador hacer la recalificación normativa de lugar, previa
advertencia a las partes, y juzgar el caso atendiendo a los textos legales aplicables en la especie.
 
19)En esta orientación, pese a la discrepancia en torno al carácter de la función del iura novit curia, esta Corte
de Casación le ha dado el tratamiento -a nivel de sus consecuencias jurídicas-, de ser un deber del juez, motivo
por el cual, al verificar esta sala en ocasión de diversos recursos de casación que las cortes de apelación cuyas
decisiones han sido impugnadas no les han dado la verdadera calificación jurídica a los hechos expuestos por
las partes, ha decidido casar dicho fallo para que una corte de envío, apoderada nueva vez en toda su extensión
del caso, analice correctamente los hechos y les confiera a estos la calificación jurídica correspondiente de cara
a los textos legales aplicables.
 
20)En ese sentido, en el caso  y compartes vs  y
compartes, esta sala juzgó: “En la especie, tomando en cuenta que se trata de un accidente en el cual los
demandantes le atribuyen responsabilidad de los daños reclamados tanto al conductor del vehículo en el que
perdió la vida su hijo, así como a su propietario, y ante el hecho de que la alzada condenó solidariamente a
ambos demandados en las indicadas calidades, en base al criterio de esta sala antes expuesto, se hacía imperioso
que la alzada ponderara y estableciera la falta cometida por el conductor que incrementó el riesgo implicado en
la conducción del vehículo de motor, así como si dicha falta fue la causa determinante del daño, lo que a su vez
hiciera responsable civilmente al propietario del vehículo en su condición de comitente del preposé, toda vez
que el régimen de responsabilidad civil aplicable al caso de la especie es el del comitente por los hechos de su
preposé, establecida en el artículo 1384, párrafo 3, del Código Civil. Cabe destacar que no es de imperatividad
procesal en estricto derecho que los jueces del fondo conozcan los reclamos que se les presenten en cabal apego
a las normativas en las que los accionantes sustenten sus demandas, toda vez que lo pertinente en derecho es
ponderar cautelosamente la causa objeto de análisis y determinar cuál es el régimen legal oportuno para resolver
la controversia de que se trate, en aras de garantizar una tutela judicial efectiva”.
 
21)Al citar otro ejemplo, en el caso    y compartes vs Mapfre BHD Seguros, S.A., y
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compartes, esta Corte de Casación estableció: “En consecuencia de lo expuesto, si bien es cierto que el régimen
indicado por la parte demandante en su acción primigenia no era el correcto, no menos cierto es que la
calificación jurídica correcta debió ser otorgada por los jueces del fondo; es decir que aunque el tribunal de
primer grado no haya ejercido esta prerrogativa, la corte, a sabiendas del yerro no podía eximirse de hacerlo
bajo el pretexto de que debió variarla el primer juez apoderado, puesto que con esto desconoce el principio iura
novit curia y el efecto devolutivo del recurso de apelación que le faculta para efectuar y ejercer las mismas
atribuciones del tribunal inferior, incurriendo en el fallo en una en mala aplicación de la ley al limitarse en sus
motivaciones a enunciar la calificación jurídica correspondiente al caso, omitiendo subsanarlo”.
 
22)En virtud de todo lo anterior es que esta Corte de Casación, haciendo uso de la función que la sido asignada
en el artículo 2 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, que dispone: “Las decisiones de la Suprema Corte
de Justicia, en funciones de Corte de Casación, establecen y mantienen la unidad de la jurisprudencia nacional”,
decide mediante la presente sentencia fijar el criterio de que la función calificadora del juez de fondo en virtud
del principio iura novit curia, resulta ser un deber el cual debe ejercer siempre que verifique que la norma
jurídica invocada por las partes no se corresponde con los hechos alegados y probados por estos, debiendo en tal
caso aplicar el texto legal, figura jurídica o régimen de responsabilidad correcto.
 
23)Tomando en consideración lo anterior, en torno al caso en concreto, del estudio del fallo impugnado se
advierte que pese a la parte demandante hacer referencia en su acto introductivo de demanda a la
responsabilidad civil del guardián de la cosa inanimada, igualmente mencionó los artículos 1383 del Código
Civil y 124 de la Ley núm. 146-02, emplazando a  no por su falta personal,
sino como propietaria del vehículo, por lo que ante la invocación por parte de los demandantes de estos tres
regímenes de responsabilidad civil, era deber de la corte aplicarle a los hechos el régimen de responsabilidad
civil aplicable, esto es el del comitente por los hechos de su preposé, dándole a las partes la oportunidad de
poder formular sus pretensiones y defensas respecto a dicho régimen y sus elementos constitutivos de falta,
propiedad del vehículo, daño y vínculo de causalidad; siempre tomando en consideración la salvaguarda del
derecho de defensa y el debido proceso. En tal virtud, al no hacerlo, es manifiesto que la alzada incurrió en el
vicio denunciado de falta de base legal, el cual se manifiesta cuando los motivos dados por los jueces no
permiten comprobar si los elementos de hecho y de derecho necesarios para la correcta aplicación de la ley, se
encuentran presentes en la decisión, ya que este vicio no puede provenir sino de una incompleta exposición de
los hechos de la causa y de una impropia aplicación de los textos legales.
 
24)Pese a haber retenido el vicio anterior, resulta procedente referirse al otro aspecto del medio que se examina,
en donde la parte recurrente denuncia que la corte no justificó correctamente su decisión, al rechazar la
demanda porque no fue emplazado el conductor del vehículo. Que una revisión de los documentos vistos por la
corte permite establecer que, al momento de interponer la demanda, los actuales recurrentes encausaron a la
Compañía de Seguros Banreservas, S. A., y a  en calidad de propietaria del
vehículo que provocó el daño.
 
25)En ese tenor, en casos con el de la especie, esta Corte de Casación ha juzgado contrario a lo razonado por la
alzada, indicando que en estricto derecho no era imperioso en el ámbito procesal que en la instancia original se
encausara al preposé o conductor del vehículo, en razón de que no se perseguía responsabilidad civil personal
en cuanto a este, sino contra la propietaria.
 
26)Según lo expuesto precedentemente correspondía a la parte recurrida, si era de su interés, poner en causa al
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conductor a fin de derivar las consecuencias que fuesen de derecho, sobre todo tomando en cuenta las reglas de
la solidaridad, ejercer defensa en lo relativo a descartar la comisión de falta a cargo de este a fin de perseguir
eximirse de responsabilidad. Por tanto, no es concebible que el comitente pueda exonerarse de su
responsabilidad bajo el pretexto de que el preposé debía acudir con una finalidad personal.
 
27)En armonía con lo expuesto precedentemente era imperativo que la alzada hiciese un juicio de valoración
racional en estricta aplicación del derecho con relación a la demanda sometida en base a los hechos y las
pruebas aportadas, juzgando en virtud de la responsabilidad civil correspondiente en el caso concreto, ya sea
para rechazarla o para admitirla, puesto que la posibilidad de reclamación de daños y perjuicios en contra del
comitente constituye un derecho que se deriva del artículo 1384 párrafo III del Código Civil, lo cual concede a
la víctima plena legitimación procesal activa, correspondiendo de manera absoluta a los tribunales tutelar ese
derecho, en el marco de la efectividad que resulta tanto del orden legislativo como constitucional.
 
28)Cuando ha sido planteada una contestación en el ámbito expuesto corresponde al tribunal decidir en el
sentido que lo estime, ya sea acogiendo o desestimando la pretensión; pero no es posible rechazar la demanda
en base a que no fue puesto en causa al preposé, sin que ello implique una vulneración del citado artículo 1384
párrafo III del Código Civil.
 
29)En virtud de lo anterior, igualmente se retiene en contra de la sentencia impugnada el vicio de incorrecta
aplicación de la ley, lo cual da lugar a casar la sentencia objetada.
 
30)De acuerdo con la primera parte del artículo 20 de la Ley núm. 3726-53, sobre Procedimiento de Casación,
la Suprema Corte de Justicia, siempre que casare un fallo, enviará el asunto a otro tribunal del mismo grado y
categoría que aquel de donde proceda la sentencia que sea objeto del recurso.
 
31)De conformidad con el artículo 65, numeral tercero de la Ley núm. 3726, del 29 de diciembre de 1953, sobre
Procedimiento de Casación, las costas podrán ser compensadas cuando una sentencia fuere casada por falta de
base legal, falta o insuficiencia de motivos, desnaturalización de los hechos o por cualquiera otra violación de
las reglas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de los jueces, tal como sucede en la especie, razón por la
cual procede compensar las costas del proceso, valiendo esta disposición decisión, sin necesidad de hacerlo
constar en la parte dispositiva.
 
Por tales motivos, la PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, por autoridad y mandato
de la ley y en aplicación de las disposiciones establecidas en la Constitución de la República, los artículos 1, 2,
5, 20 y 65 de la Ley núm. 3726-53, sobre Procedimiento de Casación, de fecha 29 de diciembre de 1953,
modificada por la Ley núm. 491-08, de fecha 19 de diciembre de 2008; artículos 1382, 1383 y 1384 del Código
Civil; 124 de la Ley núm. 146-02;
 
FALLA:
 
ÚNICO: CASA la sentencia civil núm. 1499-2019-SSEN-00482, dictada por la Primera Sala de la Cámara Civil
y Comercial de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo, en fecha 19 de diciembre
de 2019, por los motivos expuestos, en consecuencia, retorna la causa y las partes al estado en que se
encontraban antes de dictarse la indicada sentencia y, para hacer derecho, las envía por ante la Segunda Sala de
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo, en las



mismas atribuciones.
 
Firmado: Pilar Jiménez Ortiz, Justiniano Montero Montero, Samuel Arias Arzeno, Vanessa E. Acosta Peralta y
Napoleón R. Estévez Lavandier
 
César José García Lucas, secretario general de la Suprema Corte de Justicia, CERTIFICO, que la sentencia que
antecede fue dada y firmada por los jueces que figuran en ella, en la fecha arriba indicada.
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